
118

Informe Anual 2021   DEFENSORÍA DE LA INFANCIA Y LA ADOLESCENCIA DE ANDALUCÍA

ÍNDICE

de Consejería de Educación y Deporte está elaborando la nueva orden de 
admisión que regulará las pruebas de acceso a las enseñanzas artísticas 
superiores y la admisión del alumnado en los centros públicos que imparten 
estas enseñanzas, en la que se incluirá un apartado sobre la reserva de cupo 
para el alumnado con discapacidad.

No obstante, nada se nos ha informado sobre esta misma cuestión pero 
referida a enseñanzas elementales y profesionales, por lo que hemos vuelto 
a dirigir solicitud de información al centro directivo, interesándonos sobre 
las actuaciones que se hayan llevado a cabo en orden a dar cumplimiento 
a la resolución que en su día fue aceptada, en el sentido de proceder a las 
modificaciones normativas necesarias a fin de que se incluya la obligación 
de los conservatorios elementales y profesionales de adaptar las pruebas 
de acceso a las citadas enseñanzas al alumnado con discapacidad, además 
de que se contemple en los procesos de acceso y admisión la reserva de un 
cupo de plazas específicas para dichos alumnos y alumnas.

3.1.2.3  El hogar en que residen las personas menores de edad.

3.1.2.3.1  Derecho a una vivienda digna

En relación con la necesidad de toda persona de disponer de un lugar donde 
alojarse en condiciones dignas, más aún cuando se trata de una familia con 
personas menores a su cargo, esta Defensoría ha dado trámite a quejas 
en las que se expone con toda crudeza los efectos de la carencia de este 
elemento esencial. Así hemos tramitado quejas en relación con la pérdida 

de la vivienda familiar tras un procedimiento de 
desahucio o relativas a peticiones cursadas ante 
la Administración ante la imposibilidad de la 
familia afectada de satisfacer esta necesidad por 
sus propios medios.

Y es que la crisis sanitaria del coronavirus no 
ha acabado con los desahucios de viviendas, 
si bien sí los ha atenuado, sobre todo en el 
primer año de pandemia. Así, en Andalucía se ha 
pasado de 8.806 lanzamientos en 2019 a 4.517 en 
el año 2020 y en los tres primeros trimestres de 
2021, 5.008. La mayor parte de los lanzamientos 
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fue consecuencia de procedimientos derivados de la Ley de Arrendamientos 
Urbanos, seguidos de los derivados de ejecuciones hipotecarias y un pequeño 
porcentaje obedeció a otras causas (ocupaciones sin título, cesiones en 
precario, etc.).

Las principales medidas consisten en la suspensión de los desahucios 
y lanzamientos de arrendatarios vulnerables en juicios verbales por 
reclamación de rentas o expiración del plazo de duración de sus contratos, 
y en una suspensión que afecta solo a personas jurídicas y personas físicas 
titulares de más de diez viviendas que pretendan el lanzamiento de personas 
que no cuenten con título habilitante para residir en la propiedad afectada.

Los casos que llegan a esta Institución son de muy diversa índole, tanto 
relativos a desahucios por impago de la renta del alquiler, como desahucios 
por ocupación en precario, normalmente de viviendas de grandes tenedores, 
y desahucios administrativos de viviendas públicas de familias las más de las 
veces con personas menores a cargo. Ciertamente en la gran mayoría de 
los casos hemos podido observar cómo los lanzamientos se 
suspendieron, al constatarse por los servicios sociales la situación de 
vulnerabilidad de la familia y estimarse por los juzgados 
correspondientes el resto de requisitos previstos legalmente para ello, 
(quejas 21/1572, 21/2780, 21/3555, 21/3883, queja 21/3916, 21/6231 
entre otras).

La crisis económica provocada por la pandemia, no obstante, ha dificultado 
aún más que las familias en situación de exclusión 
social pudieran adquirir una estabilidad económica 
que les permitiese procurarse una alternativa 
habitacional.

En nuestra supervisión de la actuación de 
las administraciones públicas, hemos podido 
constatar que, dada la insuficiencia de parque 
público residencial, especialmente de viviendas 
públicas en alquiler destinadas a las familias 
con menores recursos económicos de nuestra 
Comunidad, solo en casos muy puntuales se 
ha podido garantizar el acceso a una vivienda 
pública.
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De hecho, es frecuente que los ayuntamientos a los que nos dirigimos nos 
trasladen su disconformidad por el hecho de que no exista ninguna vivienda 
pública de titularidad autonómica en sus municipios, o en caso de existir, 
de la falta de construcción de nuevas viviendas al menos desde la crisis 
económica del año 2008.

En términos generales, hemos podido comprobar que, a pesar de la 
insuficiente dotación de personal, los servicios sociales comunitarios y 
las oficinas municipales de derecho a la vivienda han hecho un esfuerzo 
ímprobo por atender estas situaciones, siendo las medidas adoptadas más 
frecuentemente, además del asesoramiento sobre los recursos existentes, 
la intermediación con la propiedad de las viviendas para alcanzar un 
acuerdo, la concesión de ayudas para un nuevo alquiler, el acceso a viviendas 
compartidas o albergues o el pago de un hostal por un tiempo limitado.

Al respecto, se nos reconocía por un Ayuntamiento que “ante esta situación 
de escasez de vivienda protegida nos seguiremos encontrando con multitud de 
familias a las que, aún teniendo realizados todos los trámites de información, 
asesoramiento, gestión y/o derivación de recursos por parte de los servicios 
sociales, continúen sin vivienda protegida puesto que no hay apenas ofertas 
de ellas”.

Las ayudas al alquiler, no obstante, no son eficaces en muchos casos, 
por cuanto la escasez o incluso ausencia de recursos de forma estable, la 
falta de contratos indefinidos de trabajo y de avales no permite a muchas 
familias acceder a alquileres, ni siquiera con ayudas públicas, siendo escasas 
las administraciones que han optado por fórmulas como el abono directo del 
alquiler a la propiedad para garantizar el pago.

También debemos dejar constancia, como en años anteriores, de las 
dificultades para acceder o poder mantenerse en una vivienda 
familias que, si bien sobrepasan los límites de ingresos previstos para 
poder acceder a determinadas ayudas económicas o a alojamientos de 
emergencia, disponen de unos recursos económicos muy limitados y no 
cumplen los requisitos habitualmente exigidos por la propiedad (nómina, 
ingresos mínimos, fianza y aval).

Resulta necesario, por tanto, que las administraciones se planteen 
mecanismos para facilitar el acceso a la vivienda de aquellas personas que, 
sin ser consideradas estrictamente vulnerables, ven dificultado, cuando no 
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imposibilitado, su derecho a la vivienda, revisando incluso los baremos 
actuales para el acceso a determinadas ayudas y prestaciones sociales.

Por todo ello, a pesar de la gran labor que, de 
forma mayoritaria, se está llevando a cabo 
con sus limitados recursos por parte de los 
servicios sociales comunitarios y las cada vez 
más numerosas oficinas municipales de vivienda, 
tristemente hemos de concluir que son las familias 
las que han impedido que muchas personas 
no tengan un techo con el que protegerse, lo 
que sin embargo puede llevar a problemas de 
hacinamiento y convivencia que se alargan en el 
tiempo, ante la falta de soluciones.

Tampoco puede olvidarse el impacto emocional 
y en la salud mental que los desahucios y sus 
sucesivas prórrogas dejan en las personas que 
se ven afectadas por ellos. Como Institución de 
derechos humanos nos preocupan especialmente los niños y niñas que 
forman parte de la mayoría de estos hogares.

Habitualmente nos encontramos en una misma familia, de hecho, con varios 
factores que inciden en su vulnerabilidad: desempleo de larga duración, 
falta de formación, discapacidad, menores, monoparentalidad, violencia de 
género, etc. Para los servicios sociales comunitarios no son excepcionales 
estos casos, de gran complejidad y necesitados de un apoyo continuado, que 
precisan de estrategias de intervención a medio y largo plazo cuyos recursos 
y plazos temporales no son acordes a las soluciones rápidas que se precisan 
ante los lanzamientos de vivienda. El reforzamiento de los servicios sociales 
comunitarios y especializados se revela por tanto como fundamental para 
garantizar el derecho a la vivienda.

La escasez de recursos de los servicios sociales, sin embargo, no obsta para 
que conforme a la normativa y jurisprudencia nacional e internacional las 
administraciones con competencias en la materia deban adoptar todas las 
medidas necesarias, hasta el máximo de sus recursos disponibles, para 
satisfacer el derecho a la vivienda de las familias vulnerables que se enfrentan 
al desahucio de su vivienda. Así lo ha recordado recientemente el Parlamento 
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Europeo en su Resolución de 21 de enero de 2021, sobre el acceso a una 
vivienda digna y asequible para todos.

Esta circunstancia puede darse incluso en los 
casos de desahucios por ocupaciones sin título. La 
ocupación de viviendas hace referencia a muy 
distintas realidades. No podemos comparar a las 
mafias que se lucran allanando viviendas con la 
intención de mercadear con su uso o para llevar a 
cabo actividades delictivas en su interior, con 
casos como los que nos llegan a esta Defensoría 
de familias en riesgo de exclusión social en las 
que hay menores, personas mayores, con 
discapacidad o víctimas de violencia de género, y 
que nos trasladan que la ocupación ha sido el 
último recurso para no verse en la calle, ante la 
carencia de recursos económicos y en ocasiones 

tras haber sufrido uno o varios desahucios, con un coste psicológico y 
emocional muy alto.

En todo caso, esta Institución ha sostenido siempre que la ocupación de 
viviendas no es la solución adecuada para paliar el problema de emergencia 
habitacional al que se enfrenta familia. Cuando se trata de la ocupación 
de viviendas públicas, en particular, la ocupación sin título perjudica a 
otras personas demandantes de vivienda que en las mismas o incluso 
peores circunstancias de precariedad económica y familiar, se someten al 

procedimiento legalmente establecido para la 
adjudicación de viviendas protegidas.

Sin embargo, esta Defensoría no puede ignorar y 
ha de poner énfasis en que la realidad es que no 
hay suficiente vivienda pública para atender las 
demandas de personas que carecen de recursos 
para acceder a una vivienda en el mercado libre 
y que esta situación deja a muchas personas 
literalmente desamparadas.

Paralelamente a los desahucios y en gran medida 
por las mismas razones, la necesidad de vivienda 
preocupa a aquellas familias que carecen de 
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recursos económicos suficientes para satisfacer la misma por sus propios 
medios y sin ayuda de la administración. En muchos casos, los protagonistas 
de nuestras quejas nos trasladan su impotencia por la imposibilidad de 
seguir haciendo frente a su alquiler y el miedo de enfrentarse a un futuro 
desahucio. En otros, su desesperación por residir en viviendas hacinadas que 
han acogido a varias unidades familiares en espacios reducidos o en viviendas 
que no reúnen los requisitos adecuados de habitabilidad (incluso sin 
suministro de agua y/o electricidad). En todos ellos se palpa la inseguridad y 
vulnerabilidad que supone no disponer de la certeza y estabilidad de un 
hogar digno, (quejas necesidad de vivienda 21/1272, 21/1029, queja 
21/1957, 21/3365, queja 21/5031, queja 21/6527, entre otras).

En estos y otros muchos casos, el hecho de 
encontrarse en situación que no se considera 
de “emergencia” por los servicios sociales 
comunitarios les supone la imposibilidad de acceder 
a la vía excepcional de acceso a vivienda pública, 
quedando en la lista de espera del correspondiente 
registro municipal de demandantes y en función de 
los procedimientos para el acceso que establezca 
este en su respectiva ordenanza municipal (sorteo, 
antigüedad, baremación, etc).

Por tanto, la posibilidad de acceder a una vivienda 
pública sigue siendo muy remota para la mayoría 
de andaluces con bajos recursos económicos. En 
Andalucía, a fecha 31 de noviembre de 2020, había 66.483 inscripciones 
activas en los Registros Municipales de Demandantes de Viviendas 
Protegidas, a las que habría que añadir las solicitudes pendientes de estudio 
e inscripción y aquellas que se han desactualizado por diversos motivos, sin 
significar que no precisen ya de vivienda.

A la vista de nuestra experiencia, hemos de concluir que los poderes públicos 
no han sido capaces de cumplir con el mandato constitucional y estatutario 
de promover las condiciones y establecer las normas pertinentes para hacer 
efectivo el derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada.
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